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capítulo i

antecedentes
I. Análisis Comparativo de la legislación federal, local e internacional relativo a la mujer y a la niñez 
Cuando se realizó la primera evaluación del sistema jurídico nacional en 1997, en la legislación de esta entidad se detectaron algunas contradicciones de índole general respecto los compromisos internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, como son:

· la utilización de un lenguaje en el que las mujeres y sus derechos quedaban escondidos detrás de la utilización de un genérico masculino; 

· falta de perspectiva de género en toda la legislación.

Además de estas contradicciones generales, se detectaron las siguientes incongruencias entre el sistema normativo estatal y los compromisos en materia de derechos humanos que son específicas:
· posibilidad de contraer nupcias a antes de haber alcanzado la mayoría de edad;

· falta de equidad en el reparto de las responsabilidades entre los cónyuges;

· definición de un “depósito” de las mujeres casada en caso de divorcio;

· falta de prohibición expresa de la contracepción forzada;

· falta de previsión de una atención global de las mujeres, especialmente cuando estuvieran sujetas a maltrato y cuando hubieran sido abandonadas;

· falta de programas de investigación con perspectiva de género sobre las causas y los efectos de los problemas prioritarios de asistencia social, como la violencia contra las mujeres y el abandono que hace el hombre de sus obligaciones familiares;

· falta de programas de atención, en establecimientos especializados, de mujeres en estado de abandono, desamparo y maltrato, y la prestación de servicios de asistencia jurídica y de orientación social para ellas;

· no se exigía la coordinación entre la Procuraduría de Justicia del Estado y el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, a fin de que coadyuvaran  eficazmente en la protección de familias, niños y niñas;

· falta de programas tendientes a promover e impulsar el sano crecimiento físico, mental y social de los niños y las niñas, poniendo especial atención en los aspectos de salud sexual y reproductiva con el fin de evitar los embarazos precoces;

· inexistencia del tipo de violencia familiar;

· inexistencia del tipo de hostigamiento sexual;

· el tipo de violación no incluía la agresión vaginal con medios, elementos o instrumentos distintos del miembro viril;

· la penalidad de la violación, la del estupro, la de la corrupción de menores, la de la atribución de falsa afiliación y la de la evasión de obligaciones familiares eran inferiores a la del apoderamiento de uno o más semovientes;

· no constituían agravantes de violación la relación conyugal ni la de concubinato;

· el tipo de corrupción de menores y el de estupro no protegían a quienes tuvieran entre dieciséis y dieciocho años;

· era elemento del estupro el que la víctima viviera honestamente
el rapto sin uso de la violencia solamente protegía a las mujeres menores de dieciocho años;
· se exigía la querella en el rapto contra una menor de edad, y

· la violación, el estupro y el abuso sexual no se agravaban mediante la existencia, entre el autor y la víctima, de una gama amplia de relaciones conyugal, de concubinato, de parentesco, de convivencia o que implicara deber de brindar cuidados. 

II. Evaluación legislativa en materia de derechos humanos de mujeres, niños y niñas
Entre la fecha de publicación del Análisis y esta segunda evaluación (2002) se registraron algunas reformas legislativas relativas a la condición social y jurídica de las mujeres y a los derechos de la infancia. Sin embargo, para el 2002 la situación no cambió en algunos aspectos fundamentales:
· no se hacía la declaración explícita de la igualdad entre mujeres hombres en el ámbito constitucional;

· no existía una norma para prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género contra las mujeres, ni siquiera en el ámbito familiar, y

· el uso de lenguaje seguía siendo, por un lado androcéntrico y, por otro, falto de consideración hacia niños, niñas y adolescentes.

En ese año, la norma fundamental veracruzana ya contenía dos capítulos de sumo interés para la evaluación realizada en ese año: el primero se desarrolla bajo el título “Derechos Humanos”, el segundo bajo el título “Desarrollo económico, del fomento al trabajo y de la seguridad social en el Estado”, en ellos se declara de manera expresa la igualdad entre las personas y la prohibición de todas las formas de discriminación. A pesar de estos aciertos, se observó que

· la libertad como derecho humano fundamental, se encuentra reservada al hombre (artículo 4);  

· falta una disposición expresa que prohíba todas las formas de esclavitud, trata de personas y prostitución forzada;

· falta una disposición expresa que promueva la participación política de las mujeres y su acceso a los puestos de elección popular, y

· la ciudadanía se encontraba reservada a los hombres (artículos 11 y 14). 

Hacia el 2002 Veracruz contaba ya con un organismo encargado de coordinar las acciones de la entidad en materia del avance de las mujeres y la vigencia de sus derechos humanos que es el actual Instituto Veracruzano de las Mujeres, al cual le incorporan las facultades del anterior Programa Estatal de las mujeres.
En materia de derecho electoral, para el 2002 ya se había abrogado el Código de elecciones y derechos de los ciudadanos y las organizaciones políticas y en el nuevo ordenamiento se especificó que la interpretación de las disposiciones que contiene esta norma se harán de conformidad con los criterios: gramatical, sistemático y funcional (artículo 2), en esta medida, la utilización sistemática del genérico masculino y lo dispuesto por los artículos 4, 11 y 14 constitucionales podría interpretarse como una exclusión de las mujeres de los procesos electorales, salvo lo dispuesto en el artículo 24 fracción Tampoco se estableció la obligación de incluir a mujeres en los registros de candidaturas, ni de guardar una proporción entre ambos géneros en estas listas (artículos 137 y 139). 

Por lo que hace al derecho a la salud, la situación no varió desde 1997. Ya en ese entonces se observó que existían lagunas significativas como:
· la ausencia de criterios para realizar investigación en salud desde la perspectiva de género y la captación de datos estadísticos desagregados por sexo;

· definición del concepto “grupos vulnerables” en los que se considere a las mujeres en situaciones especiales de vulnerabilidad como las mujeres maltratada, 

· atención que debe darse desde el sector salud a la violencia familiar y al maltrato infantil;

· definición de programas de prevención de embarazos en adolescentes; 

· prohibición de todas las formas de contracepción impuestas de manera forzosa; 

· falta de definiciones para la atención al VIH/SIDA, y

· falta de prestación de servicios perinatales a las mujeres reclusas.
Por otro lado, a pesar de que el sector salud es uno de los que deberían estar directamente involucrados en la atención de las mujeres víctimas de las diferentes modalidades y tipos de violencia de género, por el grave riesgo que estos problemas tienen en la salud de las mujeres y niñas, en el Estado de Veracruz, la normatividad en salud era en el 2002 

· omisa en la definición de programas de prevención de la trata de personas y de la prostitución forzada; 

· omisa en la definición de programas de atención a la salud y rehabilitación de víctimas de trata y prostitución forzada;

· omisa en la definición de programas de atención a la salud de las personas que se dedican a la prostitución.

Por lo que hace a la salud de mujeres indígenas, y atendiendo a las recomendaciones hechas a México, la legislación en salud debería ordenar se investigue, sancione y elimine toda práctica de esterilización forzosa en contra de mujeres indígenas, sin embargo, no lo hacía.

En el sistema estatal de asistencia social en ambas evaluaciones se observó que se debería 
· incluir entre las personas sujetas a la asistencia social y como grupo vulnerable a las mujeres en estado de abandono o maltrato, niños, niñas y adolescentes y personas de la tercera edad;

· incluir el fenómeno de la violencia familiar y el abandono de las obligaciones familiares dentro de las investigaciones sobre los problemas prioritarios de asistencia social;

· definir la asistencia a las víctimas de violencia familiar y de género como parte de los servicios básico de salud y asistencia social;

· promover, como servicio de asistencia social, la paternidad y la maternidad responsables; 

· proporcionar atención a la salud sexual y reproductiva a las personas que son sujetos de asistencia social, y 

· la creación de centros y albergues de asistencia social a víctimas de violencia de género, violencia familiar, maltrato infantil y abandono.

· fortalecer los servicios de atención a los niños, niñas y jóvenes en materia de salud reproductiva;

· incluir en el cumplimiento de las funciones de asistencia la perspectiva de género, la protección integral de los derechos de la infancia y autonomía progresiva en el ejercicio de esos derechos, y 

· desarrollar programas encaminados a enfrentar la irresponsabilidad paterna.

Hubo avances significativos y destacables entre 1997 y 2002 relacionados con el sector educativo. De entre ellos, se debe destacar los correspondientes a la definición de contenidos educativos que atienden a las necesidades de los pueblos indígenas (artículos 8 fracción V, 13 fracción III, 23 fracción I, 42 y 44 a 46). 

Sin embargo, la Ley de Educación veracruzana adolece de otras lagunas importantes que hacen sugerir una posible revisión a profundidad. Entre estas lagunas están la falta de:
· una definición de contenidos educativos que eliminen los estereotipos de hombres y mujeres en sociedad;

· una declaración que garantice a las mujeres la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación;

· una definición de contenidos y acciones positivas para promover la permanencia de las niñas y mujeres en todos los niveles educativos;

· programas educativos tendientes a crear y fortalecer una cultura de no violencia hacia las mujeres;

· programas educativos para la promoción de la paternidad y maternidad responsables, y

· programas educativos tendientes al fortalecimiento de una cultura de no discriminación.

En el 2002 el Estado contaba con una Ley de asistencia social y protección de niños y niñas promulgada con anterioridad a la norma federal, por lo que no responde a su filosofía, sin embargo, se observaron aspectos positivos como:
· la acción popular para denunciar casos de violación de derechos de la niñez (artículo 2);

· la definición de sujetos de asistencia social a grupos especialmente vulnerables como niños y niñas en estado de abandono, desamparo, desnutrición o víctimas de maltrato; que sean objeto de abuso sexual, prostitución o que sean utilizados en actividades pornográficas; en conflicto con la ley penal, en cuanto a su adaptación o incorporación a la sociedad; indígenas; de la calle y en la calle; con problemas de alcoholismo y drogadicción; víctimas de la comisión de delitos; discapacitados, y, en general, aquellos que los soliciten (artículo 45).

En materia de las relaciones familiares, consagradas en el ordenamiento civil del Estado, en 1997 se había observado que a pesar de la declaración de igualdad entre mujeres y hombres contendida en este código, la utilización del genérico masculino favorecía el arraigo de ciertas costumbres discriminadoras en contra de las mujeres. Esta incongruencia fue corregida hacia el 2002, por tanto, en el ejercicio de ese año, se observó que claramente se especificó que: 

· la capacidad legal es igual para el hombre y para las mujeres; en consecuencia, ésta no queda sometida, por razón de su sexo, a restricción alguna en la adquisición, ejercicio y pérdida de los derechos civiles. 

· cuando por exigencias de construcción gramatical, de enumeración, de orden, o por otra circunstancia cualquiera, el texto de la ley use o dé preferencia al género masculino, o haga acepción de sexo que pueda resultar susceptible de interpretarse en sentido restrictiva contra las mujeres, las autoridades, los jueces y los tribunales interpretarán el texto confuso en sentido igualitario para hombre y mujeres, de modo que éstas se encuentren equiparadas a aquéllos en términos de estatuto jurídico perfecto, tanto para adquirir toda clase de derechos, como para contraer igualmente toda clase de obligaciones. 

Sin embargo, en materia de derechos humanos de las mujeres, en particular en lo relacionado con los principios de igualdad y no discriminación se observó que:

· existe una incongruencia entre los artículos 79 y 83 en materia de promesa de matrimonio, que puede derivar en la realización de un matrimonio forzoso de personas menores de edad;
· la edad mínima para contraer matrimonio sigue siendo inferior para las mujeres que para el hombre (artículo 86 cc);

· las mujeres no pude contraer nupcias sino pasados 300 días de la disolución del matrimonio anterior (artículo 94cc);

· la madre que ha contraído segundas nupcias, sólo puede dar su consentimiento para el matrimonio de un hijo o hija menor de edad, si uno u otra viven con ella (artículo 87), y

· se mantienen las causales que sancionan de manera diferenciada las conductas del hombre y las mujeres antes de haber contraído nupcias y cuyos efectos se den durante el matrimonio (artículo 141 fracción II).

Por lo que hace a las relaciones patrimoniales entre hombres y mujeres, se observó que:
· no re reconoce el valor del trabajo doméstico ni su importancia en la economía familiar, y
· no se establece obligación alimentaria en caso de divorcio voluntario para el cónyuge (normalmente las mujeres) que dedicó su tiempo a la atención del hogar y la prole (artículo 162 cc).

En materia del acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, las observaciones consignadas fueron: 

· no existía disposición alguna que permitiera el tratamiento, la prevención de la violencia familiar, más allá de la causal de divorcio contenida en la fracción X del artículo 141 en la cual no se especifican todas las formas de violencia reconocidas en la Convención de Belém do Pará, y

· no se preveía un término de caducidad adecuado para los hechos de violencia a que alude la causal citada (artículo 152 cc).

· no se otorgaban facultades al juez para ordenar la salida del hogar conyugal del agresor en casos de violencia familiar;

En el rubro de los derechos humanos vinculados con el patrimonio, y tomando en consideración la recomendación que hace la Comisión de Derechos Humanos por iniciativa del gobierno de México sobre el derecho de las mujeres a la propiedad, la posesión de la tierra, a una vivienda adecuada y a la igualdad en los derechos hereditarios, sería conveniente que en esta entidad, como en todo el país, se hiciera una reflexión profunda sobre la conveniencia de establecer, en las sucesiones testamentarias, la obligación de preservar el domicilio familiar, independientemente de que exista o no constitución del patrimonio familiar. 

En la Evaluación realizada en el 2002 se reconocieron los avances del nuevo código penal hay algunos avances, como: 

· se agrava el delito de lenocinio cuando el explotado es menor de edad (artículo235); 

· se agravan el homicidio y las lesiones cuando se comete en contra un ascendiente, descendiente consanguíneo en línea recta, cónyuge, concubina o concubinario, adoptante o adoptado (artículos 112 y 117); 

· se agrava el delito de inducción o ayuda al suicidio cuando la víctima es menor de edad (artículo 128), y

· se prevé, como reparación del daño para el estupro, el pago de alimentos para los hijos que resulten y para la madre, en los términos que fija la legislación civil para los casos de divorcio (artículo 156).

Sin embargo algunas deficiencias se mantuvieron:

· no se definían los tipos penales sancionadores de la violencia familiar y hostigamiento sexual, mucho menos los relacionados con la protección del derecho a una vida libre de violencia que asiste a las mujeres;

· las penalidades de la violación (artículo 152), de la corrupción de menores (artículo 229 ), de los abusos deshonestos (artículo158) , del estupro (artículo 156), del lenocinio (artículo233) y del rapto (artículo 143) eran inferiores que la del abigeato. (artículo 180);

· el tipo de violación no incluían todas las formas de violación equiparada (artículo 152);

· el tipo de corrupción de menores no protege a quienes tienen entre 16 y 18 años (artículo 229);
· el tipo penal de estupro exige elementos subjetivos como el que la víctima viva honestamente (artículo 156);
· se exigía querella para el estupro cuya víctima es siempre menor de edad (artículo 157);

· no se protege del estupro a las personas de entre 15 y 18 años, ni a los hombres;

· el rapto y el estupro no son considerados delitos graves. (artículo 9);
· el rapto sin uso de la violencia solamente protege a las niñas menores de 16 años (artículo 143);

· se exigía querella del rapto contra una menor de edad (artículo 146); 
· la violación (artículo 155), el estupro (artículo 156), y el abuso deshonesto (artículo 158) no se agravan mediante la existencia, entre el autor y la víctima, de una amplia gama de relaciones de parentesco, de convivencia o que impliquen deber de brindar cuidados; 

· no existía el tipo de violación entre cónyuges y concubinos;
· el rapto y el estupro se exculpan si e raptor contrae matrimonio con las mujeres ofendida (artículo a. 145 y 156);

· el rapto procede por queja de la persona ofendida o de su cónyuge o concubinario (artículo 146);
· el tipo de peligro de contagio (artículo 138) no se agrava cuando el ofendido es un menor de edad y no se configura el tipo cuando no existe un deber de cuidado entre el sujeto activo y el ofendido;

· existe oscuridad en el tipo abusos deshonestos ya no define a qué edad una persona es impúber (artículo 158);
· el tipo de violación de correspondencia se exculpa si la víctima es menor de edad (artículo 129);

· la corrupción de menores (artículo 229) y el lenocinio (artículo 233)  se clasifican como delitos contra la moral pública cuando debieran ser clasificados como delitos contra la integridad y la libertad de las personas y contra su libre desarrollo, y

· el tipo penal de corrupción de menores es impreciso por lo que no queda claro cuando una persona se enmarca en él (artículo 229).

Por lo que hace al acceso a los procedimientos de acceso a la justicia, para el 2002 se detectó que en Veracruz: 
· no existe un procedimiento expedito que tome en cuenta la necesidad de resolver con rapidez todos los conflictos familiares, inclusive el divorcio necesario.

· no existen reglas básicas para asegurar la idoneidad de las pruebas de los delitos que más afectan a mujeres, niñas y niños, como los que atentan contra su integridad y contra su libertad sexual; 

· solamente se acepta el valor judicial de las pruebas aportadas por el personal de salud para el caso de lesiones (artículo 220);

· no se acepta expresamente el valor judicial de los medios mecánicos, electrónicos y técnicos que vaya aportando la ciencia;

· no se asegura la posibilidad de recabar pruebas en el cuerpo del indiciado en respeto de sus garantías, particularmente en delitos sexuales y en violencia familiar;

· no se aceptan los testimonios de los niños y niñas ni de las formas científicas que aseguren una justa lectura de su dicho a la vez que preserven sus derechos, como sí sucede respecto de sordomudos y personas no hispanohablantes (artículo 36);

· no se prevé la ponderación del valor indiciario del dicho del ofendido de un delito cometido en la intimidad;

· no se acepta que el daño moral queda comprobado en delitos contra la integridad y la libertad sexuales y en violencia familiar, ni se obliga a ordenar la reparación del daño en la misma sentencia penal;

· no se prohíbe el careo, o cuando menos el careo directo, en los delitos en que se vulnera la integridad y la libertad sexual de las personas, en los casos de violencia intrafamiliar y en todos aquellos en que haya existido entre la víctima y el actor una relación de poder dispar (artículos 255 a 258);

· dado que el rapto y el estupro no son delitos graves, se imposibilita el que la libertad provisional sea denegada con el fin de procurar protección a la víctima (artículo 324);

· no se ordena expresamente la exigencia del trato digno a las víctimas: con respeto de su integridad y dignidad, con la protección frente a la publicidad, con el aseguramiento de una debida atención médica y psicológica y asesoría jurídica, ni se asegura su derecho a coadyuvar con el Ministerio Público y obtener información idónea sobre los progresos de su caso, y

· no se exigía al Ministerio Público que su actuación como garante de los derechos de niños, niñas y adolescentes asegure la igualdad de las partes y el equilibrio procesal.

capítulo ii
Situación del marco jurídico veracruzano en el 2008.

III. La inmovilidad legislativa

En esta evaluación se detectaron normas que no se insertaron en la corriente de revisión que se desarrolló a partir del Análisis de 1997 y que, por tanto, no han modificado su contenido en materia de derechos humanos de las mujeres y siguen siendo válidas las observaciones de aquel entonces. Tal es el caso de las leyes de:

· Asistencia Social.

· Salud.
IV. normas Constitucionales.

1. La Constitución política del Estado

A partir de las reformas de la norma constitucional del Estado de Veracruz se reconocen avances sustantivos en materia de regulación normativa de los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas. Efectivamente, hoy en día se observa que la Constitución veracruzana:
· Es incluyente en los derechos fundamentales que consagra.

· establece la igualdad jurídica artículo4

· establece el disfrute de los consagrados en la legislación federal y local sin importar sexo artículo 4

· establece el respeto de la dignidad e integridad de las mujeres indígenas,  la equidad en la participación política y no discriminación de las mujeres indígenas. artículo 5.

· No discriminación entre géneros en la vida política, social, económica y cultural del Estado. artículo 6

· Establece la igualdad en los cargos públicos. artículo 6

· Establece la igualdad de participación en materia de medio ambiente. 

· Establece el desarrollo social y comunitario, y de asistencia pública y privada, con base en principios de justicia en la distribución del ingreso, equidad social e igualdad de oportunidades. artículo74

· Establece el pago de sueldos a los servidores públicos con base en el principio de igualdad en rangos y funciones artículo 82.

Sin embargo, todavía hace falta revisar algunos aspectos vinculados, casi todos, con la utilización de un lenguaje genéricamente excluyente, como:
· Los derechos políticos y de ciudadanía se reserva a los hombres.

· No ha eliminado el derecho al honor

· No especifica hasta donde se debe o considera garantizar la intimidad familiar artículo 6.

· Prevé la mediación antes del juicio o en su tramitación, omitiendo la mención de aquellos casos en que actualmente está prohibido (violencia contra las mujeres) artículo 63.

· Omite lo relativo a la seguridad, justicia, salud, economía, empleo, toma de decisiones, víctimas de violencia, pobreza, desarrollo, estereotipos y medios de comunicación, tal como se indica en las nuevas leyes en materia de igualdad entre mujeres y hombres y acceso de las mujeres a una vida libre de violencia.

2. Código Electoral 

Hoy en día los mecanismos positivos para promover la participación de las mujeres en los sistemas y procesos electorales son relevantes. Por ejemplo:

· Existe cuota del 70/30 para la distribución de diputaciones tanto propietarias como suplentes.

· Las listas para la designación de candidaturas por representación proporcional deberán integrarse mediante fórmulas para cubrir la propiedad y la suplencia y deberán respetar la relación equitativa entre los género por cada bloque de tres.

· Esta misma regla se repite para los ayuntamientos.

· Se establece que los estatutos de los partidos, deben promover una mayor participación en la vida política del Estado de las mujeres.

· Establece el cumplimiento de la acción afirmativa de género en las coaliciones que celebren los partidos políticos para las elecciones de diputados de mayoría relativa, de representación proporcional y de ediles. 

Sin embargo, 
· Utiliza un lenguaje sexista excluyente.

· No reconoce el principio de igualdad entre mujeres y hombres, sólo habla de equidad.

· No existe la paridad.

· Hay una excepción a la acción afirmativa para la participación de las mujeres en la integración del Consejo General que puede desequilibrar los frágiles acuerdos por la paridad que se han construido hasta ahora.

3. La Ley de Educación.

Actualmente esta es una de las pocas normas de su tipo en el país que tienen características interesantes como:
· Utilización del lenguaje incluyente.

· Declaración de los principios de igualdad y no discriminación en el derecho a la educación.

· Declaración de los principios de solidaridad social y respeto para las personas sin distinción de género

· Definición de la igualdad de oportunidades  de ingreso al sistema educativo.
· Definición de la obligación del Estado de garantizar la permanencia de las mujeres y los hombres en el sistema educativo hasta la secundaria.

Sin embargo, presenta características que no son compatibles con los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas. Se observa, en general, que esta ley no atiende:

· Los programas de prevención y detección de la violencia de género hacia las mujeres,

· La promoción de una educación no sexista, libre de estereotipos, informada y promotora de los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas. 

Estas observaciones sugieren la necesidad de hacer una revisión integral que permita transversalizar estos principios tanto en los programas de estudio como en la formación de personal docente. Para este ejercicio debe tomarse en consideración que el sector educativo tiene obligaciones y facultades derivadas de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en especial, las contenidas en el párrafo XXIX del artículo 19 de dicha norma.
V. normas financieras y de desarrollo
4. Ley de Planeación

Esta norma que rige las actividades del Ejecutivo Estatal y de los Ayuntamiento que definen las formas, actividades y estrategias de desarrollo integral en Veracruz, es decir, un tema toral para el cumplimiento de objetivos internacionales de derechos humanos, como las Metas del Milenio. Sin embargo se observa que:

· Tienen un lenguaje sexista;

· No toma en cuenta la perspectiva de género como metodología de planeación;

· No considera los temas de derechos humanos como marco del desarrollo integral y sustentable del Estado.
5. Ley de coordinación fiscal para el estado y los municipios de Veracruz.
Esta ley es reformada de manera anual a fin de actualizar los índices, para realizar la distribución del fondo general de participaciones municipales y del fondo de fomento municipal; los índices que contempla esta ley son de pobreza, el coeficiente  de participación municipal, población que no sabe leer, la que no percibe ingresos, integrados con los recursos de la federación a los municipios. Su objetivo es regular fondos de las participaciones federales a los municipios, establecer reglas de distribución de ingresos federales o estatales para los municipios. 

Se observa que 

· No incluye la perspectiva de género en la acción de distribución de recursos.

· No mide los índices de desigualdad entre las mujeres y los hombres. 

6. Código financiero 

Tiene por objeto regular la planeación, programación y presupuestación de las acciones de gobierno; la administración financiera y tributaria, así como las normas que determinan las cargas fiscales; la integración de la cuenta pública y el manejo de la deuda pública en materia estatal.

Debería, por tanto, 
· contemplar el derecho fundamental al mínimo vital.

· establecer la base de los impuestos, derechos o aprovechamiento con perspectiva de género.
· analizar el pago de derechos, servicios y aprovechamientos para aplicar porcentajes de descuentos a las tarifas establecidas en la ley a todas aquellas mujeres en estado de necesidad manifiesta.

· promover la transversalización de la perspectiva de género a fin de crear política pública para mejorar la calidad de vida de las mujeres y sus familias.

7. ley de desarrollo regional y urbano del estado de Veracruz.

Su objetivo es normar y regular el ordenamiento territorial y de los asentamientos humanos, actividades comerciales, de servicios turístico e industrial, creación de fraccionamientos, edificación de viviendas, infraestructura y servicios públicos. 

Como todas las normas de su tipo, ignora la perspectiva de género y, por tanto, no prevé acciones  de desarrollo regional y urbano que favorezcan la igualad entre mujeres y hombres. 
8. Ley de desarrollo Económico.

Esta norma está fundamentalmente dirigida a las empresas, por lo que el concepto de desarrollo económico es entendido a través del crecimiento o impulso empresarial, inversiones e industrias. No es del todo negativo, sin embargo, sería conveniente que este desarrollo incluyera que generar empleo para las personas veracruzanas en el estado y así lograr el desarrollo económico sustentable que refieren los compromisos internacionales en materia de derechos económicos, sociales y culturales. En este contexto, es fundamental utilizar un lenguaje incluyente que reconozca la contribución de las mujeres en el desarrollo de las empresas en que laboran, así como en el impulso empresarial y económico de todo el Estado.
9. Ley de Responsabilidades de los servidores públicos. 

Si bien esta norma, como las de su tipo en el país, recogen los principios de eficacia, eficiencia y combate a la corrupción imperativos en un estado democrático de derecho, hoy en día debe recoger como parte de sus reglas, las sanciones derivadas del incumplimiento de las responsabilidades derivadas de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Efectivamente, a pesar de sus aciertos, esta norma:
· No contempla lo relativo violencia laboral e institucional y sus sanciones.

· No habla del respeto de los derechos humanos de las mujeres.

· No establece el principio de igualdad en los salarios por razón de puestos y trabajo.

· Es omisa en la definición de la igualdad de oportunidades.

· Los elementos que se toman en cuenta para imponer las sanciones administrativas, no tienen perspectiva de género.

10. Ley de Turismo para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave

Es una ley de carácter administrativa y reguladora de las actividades de promoción, fomento, inversión y desarrollo del turismo del Estado, está dirigida a autoridades estatales como la Secretaría de Turismo y Cultura, municipales, organismos del sector privado y social.

Se observa que:

· Es una ley sexista o que utiliza un lenguaje excluyente de las mujeres y de las personas que no corresponden al prototipo tradicional del ser humano.
· No es incluyente de perspectiva de género.
· No incluye el posicionamiento de las mujeres en sitios de liderazgo y responsabilidad dentro de la materia, pese a que son la fuerza laboral significativa en este sector.

· No se integra una visión de desarrollo turístico con perspectiva de género en el Estado.
· No incluye programas de prevención de explotación sexual infantil, turismo sexual y de la trata de personas.

· No existe la obligación de utilizar políticas de dignificación de la imagen de las mujeres, al momento de hacer publicidad turística.
VI. Normas sobre la promoción y protección de los derechos humanos
11. Ley de la Comisión de Derechos Humanos.

A pesar de los aciertos del sistema nacional de Ombudsman, algunas de las normas orgánicas no recogieron todos los lineamientos de los Principios de Paris sobre estas instituciones, desde su creación y, por tanto, las actualizaciones no han sido lo suficientemente impulsoras de los derechos humanos de las mujeres. Esta norma no es la excepción, por ello se observa que:
· No establece principios sobre los cuales se deba regir su actuación.

· No establece el dar cumplimiento a los compromisos contraídos en la legislación internacional en materia de Derechos Humanos.

· No incluye dentro de sus atribuciones, el vigilar las actuaciones de los funcionarios públicos, principalmente en lo relativo a justicia, seguridad y violencia de género.
12. Ley del juicio de protección de los Derechos Humanos.

Si bien esta norma es singular en su tipo en el país, y permite llevar a juicio las violaciones a los derechos humanos de manera privilegiada y dando a la Comisión Estatal de Derechos Humanos un papel más activo en la defensa y promoción de estas prerrogativas humanas fundamentales. Sin embargo, es de observar que el uno del lenguaje androcéntrico parece indicar que no se contemplan los derechos humanos de las mujeres.

VII. leyes orgánicas 
13. Del Poder Legislativo.

Si bien es el Poder Legislativo el que debería tener con mayor precisión las acciones afirmativas que permitan la transversalización de los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas, precisamente para que este poder se rija como poder el rector de los cambios culturales y estructurales significativos, se observa que su ley orgánica:

· En ningún momento habla de la igualdad entre mujeres y hombres, equidad de género, de la igualdad de oportunidades, la no discriminación y respeto a la libertad y dignidad de las mujeres como parte del contenido del estatuto de las diputadas.

· tampoco se habla de la importancia de la perspectiva de género en la resolución de conflictos, procedimientos, etc.

14. Del Poder Ejecutivo.

Esta norma que establece las bases de la organización y funcionamiento de la administración pública del Estado tiene como acierto señalar la 
· Existencia de una persona encargada de la dirigir las políticas de equidad de género en Veracruz, que es la titular de la Secretaría de Gobierno. 

Sin embargo, tiene un lenguaje androcéntrico, excluyente y:
· No refiere el fomento y respeto a la igualdad de oportunidades, derechos, libertad, dignidad, la igualdad y equidad de género, etc. 
· No da impulso a acciones afirmativas para el empoderamiento de las mujeres, de su ocupación en cargos directivos, del respeto a sus derechos laborales;
· Carece de perspectiva género y promoción del  respeto de la igualdad y no discriminación de las mujeres, así como de las acciones afirmativas para lograrlo.

· No recoge las obligaciones que cada una de las instancias del gobierno tienen en materia de prevención, atención y erradicación de la violencia de género.

15. Del Poder Judicial

Tiene por objeto reglamentar las normas constitucionales relativas al Poder Judicial del Estado. Al igual que las dos normas anteriores, la utilización sistemática del genérico masculino puede interpretarse como una exclusión de las mujeres para asumir puestos de decisión y dirección. 

Además, es pertinente subrayar que falta:
· Garantizar por conducto de los tribunales judiciales la protección efectiva de las mujeres contra todo acto de discriminación y violencia;

· La obligación de abstenerse en su actuación de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer;

· La obligación a la autoridad jurisdiccional de otorgar las órdenes de protección descritas por la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia cuando se le solicite ante la ocurrencia de un tipo o modalidad de violencia de género;

· Impulsar la igualdad entre mujeres y hombres y la equidad de género para ocupar el cargo a nivel magistratura;

· Incorporar la obligación de actualizar, formar y especializar en materia de derechos humanos de las mujeres y niñas al personal encargado de la impartición de justicia, a fin de dotarle de instrumentos que le permita juzgar con perspectiva de género;

· Establecer la elaboración de diagnósticos sobre las causas, frecuencia y consecuencias de la violencia contra las mujeres;

· Establecer la publicación de información general y estadística sobre casos de violencia contra las mujeres atendidos por el Poder Judicial.
No obstante lo anterior, se observa que contiene: 

· El reconocimiento en su artículo 3 de un juicio de protección de derechos humanos.

· Tribunales especializados en materia de responsabilidad juvenil, atendiendo las disposiciones en materia a nivel internacional y la reforma del artículo 18 de la Constitución Federal.

16. Del municipio libre 

Esta norma desarrolla las disposiciones constitucionales relativas a la organización y funcionamiento del municipio libre, el ámbito de gobierno más cercano a las personas, por ello, es de mayor importancia que se incluyan los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas.

Esta norma carece de:

· políticas públicas municipales a favor de las mujeres.

· perspectiva de género.

· Disposiciones para el cumplimiento de la Ley de igualdad entre las mujeres y los hombres.

· Disposiciones para la prevención, atención y erradicación de la violencia de género. 

17. De la procuraduría general de justicia

Esta norma tiene una serie de lagunas importantes que inhiben el acceso a la procuración de justicia de las mujeres. En esta institución, que se rige por principios tradicionales y arcaicos del derecho, debe ser revisada de manera profunda a la luz de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y los paradigmas que ésta introduce en el sistema jurídico del Estado.
Las lagunas más relevantes son en materia de: 

· utilización de un lenguaje sexista.

· capacitación en Perspectiva de Género de todo el personal.

· los peritos que intervengan en todo procedimiento, deberán estar capacitados en violencia y prespectiva de género.

· intérpretes para mujeres indígenas, cuya designación será de oficio.

· creación de centros de atención a mujeres víctimas de violencia, el cual contará con personal especializado en la materia y en perspectiva de género.

· instalación de un mayor número de agencias  del ministerio público especializadas en delitos sexuales y contra la familia.

· elaborar programas de perspectiva de género y promover su difusión.

· mecanismo de sistematización necesaria para llevar a cabo las estadísticas relativas al tipo de violencia de que es objeto la mujer, y con esa información coadyuvar en el fortalecimiento del banco estatal de datos.

· obligatoriedad de especialización en perspectiva de género sobre todo en agencias del ministerio público que conozcan de asuntos de mujeres víctimas de violencia.

VIII. Organismos y servicios públicos

18. Ley que crea el instituto Veracruzano de las Mujeres. 

Si bien es una norma que responde a la necesidad de contar con un mecanismo para el mejoramiento de las condiciones sociales, jurídicas y económicas de las mujeres en la entidad, mantiene algunas de las lagunas en incongruencias encontradas en el 2002 para el Programa Estatal de las Mujeres, en especial, es en su normatividad en donde debería profundizarse y clarificar la definición y aplicabilidad de los conceptos de igualdad y equidad. 
En este sentido, es importante subrayar que esta ley:

· No define los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas;

· No profundiza en la diferenciación de los conceptos de igualdad y equidad;
· Las facultades que se le otorgan al Instituto en materia del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia son escasas e inconsistentes con las que refiere la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

19. Ley de seguridad pública 

Su objetivo es establecer las bases para regular el servicio de seguridad pública en el Estado.

Tiene las siguientes incongruencias y lagunas: 

· implementación de modelos de atención a mujeres víctimas de violencia, que deberá llevarse a cabo por personal especializando en la materia.

· capacitar, especializar y actualizar a todo el personal, en materia de derechos humanos de las mujeres y perspectiva de género.

· establecer la celebración convenios con la instancia correspondiente para coadyuvar en el debido cumplimiento de las órdenes de protección que determina la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

· diseñar operativos eficaces que garanticen ciudades seguras para las mujeres. 

· establecer la elaboración de reportes especiales sobre las distintas zonas de la ciudad sobre indicadores de la violencia que existe contra las mujeres en cada una de ellas.

· considerar coadyuvar en la integración del banco estatal de datos, con las estadísticas que se desprendan  de los reportes a que se refiere al párrafo anterior.

· implementar las acciones preventivas de seguridad, para enfrentar y abatir la violencia feminicida. 

· considerar planes de difusión para hacer del conocimiento de la sociedad el motivo de las acciones y medidas implementadas y la zona territorial que abarcan.

· considerar la necesidad de fomentar en los cuerpos de policía la eliminación de estereotipos sexistas, para evitar la desigualdad y discriminación de las mujeres usuarias y de los cuerpos de seguridad.

20. Ley del Sistema Estatal del Deporte.

Lo relevante de esta norma es que

· Prohíbe la exclusión de integrantes de las asociaciones deportivas con registro por razones de género.

Sin embargo, la utilización del lenguaje excluyente permite observar que 

· No se habla de la importancia de fomentar el deporte en las mujeres, de la igualdad de oportunidades en la distribución de becas, ni de acciones afirmativas que permitan trabajar de manera puntual en el desarrollo de una cultura del deporte 

· No se considera un programa deportivo como factor de cambio cultural y elemento de equilibrio para prevenir y combatir tanto la violencia social como la violencia de género.

21. Ley del Servicio Público de Carrera de la Administración Pública Centralizada. 

Esta norma que tiene por objeto establecer las bases de organización, funcionamiento, control y evaluación del Servicio Público de Carrera para la Administración Pública Centralizada reconoce que la igualdad de oportunidades es un principio que debe prevalecer en todo el servicio público veracruzano.
Sin embargo, 
· El lenguaje androcéntrico no permite visibilizar el trabajo de las mujeres y su permanencia en los puestos que ocupan;

· No contiene acciones afirmativas que realmente permitan hacer efectivo el principio mencionado;

· No establece prioridades para la capacitación de las mujeres que faciliten su acceso a cargos directivos o para ascender a mejores puestos;
· No establece normas que impidan a personas que han sido sancionadas por actos de violencia de género, discriminatorios o violatorios de los derechos humanos –tanto en el servicio público como en otras cisrcunstancias- ingresen al servicio público y al servicio civil de carrera;

· No define claramente las causas de inhabilitación y dentro de ellas la comisión de actos de la naturaleza descrita en el párrafo anterior.

IX. asistencia y Desarrollo social

22. Ley de asistencia social y protección de niños y niñas 

El objeto de esta Ley es la protección desde la asistencia social de los derechos de los niños y niñas del Estado de Veracruz, su actualidad se refleja en el lenguaje incluyente. Sin embargo, se detectan las siguientes lagunas:

· no se señalan expresamente los derechos de los niños y niñas salvo el de la educación.

· se habla del respeto a “los hijos2 como seres humanos con derechos, sin embargo, los aborda más en función de las personas adultas que desde la perspectiva de las niñas y niños como sujetos de derechos.

· Se enfoca los derechos de la infancia desde el ámbito de la familia aunque más adelante señala otros derechos fuera de este ámbito.

· no se habla del y de la adolescente.

· No se aborda la prevención del maltrato infantil y otras formas de agresión a niñas y niños. 

23. Ley de desarrollo integral de la juventud

Esta norma tiene varios aspectos positivos y relevantes para aplicación en el Estado de los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas:

· en casi todo su contenido existe la perspectiva de género.

· utiliza un lenguaje inclusivo; 

· se rige por los principios de igualdad y equidad de oportunidades;

· protege el derecho a una vida digna libre de violencia, intolerancia y autoritarismo; 

· protege también el derecho a la identidad, a la autorrealización, a la salud, a la asistencia social, a los derechos sexuales y reproductivos, a la cultura, a la integración y reinserción social, a la plena participación social y política, a la organización juvenil, a la información, a un medio ambiente sano, al turismo, recreación y deporte, a los derechos humanos, al trabajo.

Sin embargo, debería

· contemplar la inclusión de las mujeres en carreras científicas y tecnológicas no tradicionales, que contribuyan a su desarrollo profesional en nuevos campos de trabajo.

· impulsar mayor participación de las mujeres en diversos sectores laborales, no tradicionales, para la obtención de  puestos de decisión. 

· incluir la perspectiva de corresponsabilidad en la vida familiar.

· difundir la prevención de la violencia en el noviazgo y de pareja; y

· promover la eliminación de estereotipos sexistas.

24. Ley que reconoce el derecho de las personas físicas, mayores de setenta años edad que no tengan ingreso alguno y sin la protección de los sistemas de seguridad social del Estado o de la Federación a recibir una pensión alimenticia

Esta norma sigue el camino de la atención de ancianas y ancianos con miras a prevenir el desamparo en el momento en que más lo requieren los seres humanos. Es positiva en el sentido de que incluye los principios de igualdad y equidad para la aplicación de la misma, sin embargo, 
· Utiliza un lenguaje androcéntrico que invisibiliza a las mujeres
· 
Aunque menciona a todas las personas en situación de pobreza y de alta vulnerabilidad, no lo hace con perspectiva de género.
· No define cuales son los mínimos vitales para que las personas beneficiarias de estas pensiones vivan de manera digna.

25. Ley de Integración para personas con capacidades diferentes del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave

El objetivo de esta ley es normar las medidas que contribuyan al desarrollo integral de las personas que tiene alguna discapacidad a fin de mejorar su calidad de vida y facilitar de manera solidaria el disfrute de bienes y servicios a que tienen derecho para su incorporación a la vida activa y productiva del Estado. Utiliza el lenguaje que fue considerado políticamente correcto para definir las acciones de asistencia social y promoción de derechos de aquellas personas que sufren algún tipo de discapacidad, sin embargo, este lenguaje ha sido revisado en el ámbito internacional pues se reconoció que facilitaba la invisibilización en lugar de generar conciencia de solidaridad en la sociedad. 
De los aspectos positivos es importante mencionar que:

· Esta ley incluye el principio de no discriminación para personas con discapacidad. 
· Coloca mujeres y hombres con capacidades diferentes en un plano de igualdad de derechos. 
· Además establece su plena integración para ofrecer las mismas oportunidades a mujeres y hombres con alguna discapacidad.

Sin embargo, 
· Ni incluye la promoción del respeto a la dignidad y libertad de las personas con discapacidad.

· No incluye el tratamiento y los programas relacionados con los derechos sexuales reproductivos de estas personas.
· No define las causas de doble discriminación.
· No refiere los programas especializados para prevenir y erradicar la violencia de género hacia mujeres con discapacidad.
26. Ley de fomento a las actividades de desarrollo social de las organizaciones civiles para el estado de Veracruz

Es objeto de esta norma reglamentar las disposiciones relativas al fomento de las actividades que tiendan al desarrollo social y comunitario de asistencia pública y privada. Se integra a las normas que fomentan la participación de la sociedad civil de manera corresponsable en la asistencia social y la observancia ciudadana

Es una norma que:

· No define acciones y actividades de desarrollo social en beneficio de las mujeres.

· No tiene perspectiva de género.

· No define los principios rectores de igualdad jurídica entre las mujeres y los hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y la libertad de las personas
X. acceso a la justicia

27. Ley de Medios Alternativos para la Solución de Conflictos para el Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave

En esta Ley la mediación y la conciliación se rigen por los principios de profesionalismo, rapidez, equidad, voluntariedad, neutralidad, confidencialidad e imparcialidad. Por lo tanto se sobreentiende que deben ser manejados los principios de igualdad entre mujeres y hombres, conforme a los principios establecidos en la Constitución del Estado, sin embargo, sería muy útil para la trasformación cultural que se busca que ello fuera explícito.

Entre las inconsistencias con los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas y los compromisos internacionales en estas materias se observan las siguientes:

· No utiliza un lenguaje incluyente.

· Omite las definiciones de igualdad y equidad, sin embargo este último concepto es utilizado en la Ley.

· El modelo de solución de conflictos es sexista y no impide los estereotipos culturales relativos a diversas formas de discriminación contra las mujeres.

· No contempla la formación y capacitación de las personas que realizan estos servicios a través de la sensibilización con perspectiva de género.

· No se considera la incorporación de programas educativos para la solución de conflictos que incidan en la prevención y erradicación de la violencia de género.

· No se prevé la evaluación de las acciones y resultados desde una perspectiva de género, de tal suerte que no se puede identificar qué servicios son más sensibles a la problemática de género y a las violaciones a los derechos humanos de las mujeres. 

· No se promueve la incorporación de la perspectiva de género en la utilización del diálogo, la negociación, la mediación y otros mecanismos idóneos para el tratamiento de conflictos, fortaleciendo así la convivencia armónica y el desarrollo de una cultura de paz y de derechos humanos de las mujeres.

· No se incluyen en la resolución de conflictos los principios de la Ley de acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en el Estado. 

28. Ley de Responsabilidad Juvenil 

Esta norma se aplica a las personas menores de 18 años de edad, a quienes se les atribuye la realización de una conducta tipificada en las leyes penales del Estado de Veracruz como delito. 

Como aspectos positivos se destaca que la norma contiene:
· Interpretación y aplicación de la ley en armonía con los tratados internacionales a fin de garantizar los derechos fundamentales y específicos de los y las adolescentes (artículo 5);

· Prioridad a los tratados internacionales en relación a la aplicación supletoria del Código Penal (artículo 6);

· Igualdad de aplicación de derechos y garantías consagrados en la Constitución Federal, Estatal y en los tratados internacionales ratificados por México;

· Principio de no discriminación (artículo 13);

· Se establece un sistema de enjuiciamiento acusatorio, oral, continuo, contradictorio, concentrado y expedito;

· Reconoce la individualización de un programa para la ejecución de la medida sancionadora, para cada persona adolescente sancionada; 

· Establece que los centros de internamiento especiales para la ejecución y cumplimiento de medidas sancionadoras privativas de libertad, deben prever secciones diferentes para albergar a los hombres y a las mujeres (artículo 150).

Sin embargo, se observa que

· Permanece vigente en su redacción el manejo de un lenguaje sexista 
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